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Exp. 1048/2023-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXPEDIENTE: 1048/2023/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	PARTE ACTORA: **********

	DEMANDADA: INSPECTOR ADSCRITO AL DEPARTAMENTO DE INSPECCIÓN DE LA DIRECCIÓN DE PROTECCIÓN CIVIL DEL H. AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ, DE NOMBRE ********** CON NÚMERO DE CREDENCIAL **********; AL DIRECTOR DE PROTECCIÓN CIVIL DEL CITADO AYUNTAMIENTO; A LA TESORERÍA MUNICIPAL DEL MISMO AYUNTAMIENTO.


	TERCERO: “**********
MAGISTRADO: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARÍA GABRIELA MARMOLEJO HERNÁNDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., a seis de junio  de dos mil veinticuatro. 

V I S T O S, para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 1048/2023/2, promovido por la C. **********, señalando como autoridad demandada; al Inspector adscrito al Departamento de Inspección de la Dirección de Protección Civil del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, de nombre **********con número de credencial **********; y otras, y
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el veintisiete de octubre del dos mil veintitrés, la C. **********, promovió demanda de juicio contencioso administrativo, en contra del Inspector adscrito al Departamento de Inspección de la Dirección de Protección Civil del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, de nombre ********** con número de credencial **********; al Director de Protección Civil del citado Ayuntamiento; y a la Tesorería Municipal del mismo Ayuntamiento,  y por los actos precisados en su demanda de la siguiente manera.
“PRIMERO.- La nulidad del acta circunstanciada n° ********** elaborada y/o expedida por personal adscrito al Departamento de Inspección de Protección Civil Municipal, de nombre ********** , o cual sea el nombre correcto y/o completo que elaboró y firmó dicha acta circunstanciada, expedida con fecha 18 de septiembre de 2023… en donde además consta que me fue recogido el vehículo marca **********, con placas de circulación **********.
SEGUNDO.- La nulidad de la supuesta resolución administrativa N° **********, elaborada y/o expedida por el C. Director de Protección Civil Municipal…expedida con fecha 20 de septiembre de 2023.
TERCERO.- La nulidad de los pagos hechos por mi persona, y por ende, la devolución del importe efectivamente pagado, contenido en los recibos de entero.
CUARTO.- Como una consecuencia de la nulidad demandada… demando también la devolución íntegra  y total del pago hecha  por la suscrita a favor de **********.”

II.- Mediante proveído de fecha quince de noviembre del dos mil veintitrés, se tuvo por admitida la demanda, por lo que, con la copia simple del escrito inicial de demanda y de sus anexos, se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que dentro del término de diez días hábiles, contestaran lo que a su derecho correspondiera, ofrecieran, exhibieran las pruebas que estimaran convenientes y expresaran los hechos con que éstas se encontraran relacionadas; apercibidas que en caso de no hacerlo, de oficio, se declararía la preclusión del derecho correspondiente y se les tendría a las demandadas, por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.
Asimismo, se tuvo a la parte accionante por ofreciendo las pruebas que refirió en su escrito inicial de demanda, de las que se reservó su admisión para el momento que se resolviera sobre la contestación de la demanda.

III.- En proveído dictado con fecha veintitrés de enero del dos mil veinticuatro, se ordenó regularizar el procedimiento para el único efecto de llamar a juicio al señalado como tercero interesado, “**********”, en virtud de lo cual, con fundamento en lo dispuesto por el numeral 220 del Código Procesal Administrativo se ordenó llamar a juicio a la persona moral ya mencionada, con domicilio en **********, ordenando al efecto correr traslado al citado tercero, con una copia simple de la demanda y sus anexos, para que formulara manifestaciones, ofreciera, exhibiera las pruebas que estimara convenientes y expresara los hechos con que éstas se encontraran relacionadas, dentro del término de diez días hábiles; apercibido que de no apersonarse a juicio dentro del plazo legal que le fue fijado, se declararía la preclusión del derecho correspondiente para hacerlo.
Por otra parte, se tuvo a las autoridades demandadas; Director de Protección Civil del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, así como al Inspector adscrito a la Dirección de dicha dependencia, por no dando  contestación a la demanda dentro del término legal que le fue  concedido para tal efecto en el acuerdo dictado el quince de noviembre de dos mil veintitrés, en virtud de lo cual se le tuvo por precluido el derecho para contestar la demanda.
Por otra parte, se dio cuenta con el oficio y su anexo, firmado por el Maestro **********, Tesorero Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, recibido en este Tribunal el día cinco de diciembre del año en curso; visto el contenido del mismo, se tuvo a la citada autoridad por contestada la demanda; en virtud de lo cual, con copia simple del oficio contestatorio, se ordenó correr traslado al promovente del juicio para los efectos legales correspondientes.

Consecuentemente, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 segundo y tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; se tuvieron como pruebas de las partes las siguientes: 
A la parte actora, las siguientes pruebas consistentes en:  
· Acta circunstanciada folio **********.
· Resolución administrativa folio **********.
· Recibo de entero folio **********.
· Recibo de entero folio **********.
· Recibo de entero folio **********.
· Recibo de entero folio **********
· Recibo de entero folio **********.
· Recibo de entero folio **********.
· Recibo de entero folio **********.
· Copia certificada del oficio ********** de veintiuno de septiembre de dos mil veintitrés.
· Original del recibo de veintiuno de septiembre de dos mil veintitrés.
· La instrumental de actuaciones.
· La presuncional legal y humana.
Al Tesorero Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, las siguientes:

· Copia certificada de su nombramiento.
· La instrumental de actuaciones.
· La presuncional legal y humana.
Finalmente se precisó, que una vez que transcurriera el plazo otorgado al tercero para apersonarse en juicio, y fuera el momento procesal oportuno, se fijaría fecha y hora para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código en cita. 
IV.- Por auto de fecha seis de marzo del dos mil veinticuatro, se tuvo a el tercero llamado a juicio, denominado ********** por no apersonándose a juicio en el término legal que le fue concedido; en tal virtud, se le hizo efectivo el apercibimiento formulado y con fundamento en el artículo 238, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se le tuvo por precluido su derecho para apersonarse a juicio al citado tercero; en virtud de que no lo hizo en el término que para ese efecto señala la ley,
Por ultimo visto el estado de autos, con fundamento en el artículo 245 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se señalaron las doce horas del veintiséis de marzo de dos mil veinticuatro, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código en cita.

V.- En la fecha y hora indicadas en el punto resolutivo anterior, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos; dio cuenta de las actuaciones acontecidas en el presente juicio –demanda-, precisando además que se tuvo por precluido del derecho de las diversas autoridades demandadas - Director de Protección Civil del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, e Inspector adscrito a la Dirección de dicha dependencia- para contestar la demanda. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza, se hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. En período de alegatos, se certificó que estos no fueron formulados por ninguna de las partes; dándose por concluida la audiencia y finalmente se citó para resolver.

CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver el presente juicio en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; segundo párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad del Poder Ejecutivo Estatal de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- La existencia del acto impugnado se encuentra acreditada ya que el actor exhibió las documentales consistente en; acta circunstanciada folio **********, resolución administrativa folio **********, recibo de entero folio **********, recibo de entero folio **********, recibo de entero folio **********, recibo de entero folio **********, recibo de entero folio **********, recibo de entero folio **********, recibo de entero folio **********, copia certificada del oficio ********** de veintiuno de septiembre de dos mil veintitrés, original del recibo de veintiuno de septiembre de dos mil veintitrés.
Las citadas documentales obran agregada a fojas 14 a la 27 de autos, las cuales merecen valor probatorio pleno, en términos del artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- De conformidad con lo establecido en el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

El interés jurídico de la parte accionante, queda acreditado con base a lo dispuesto por el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dado que se acreditó que en el acta circunstanciada y resolución administrativa así como en los diversos recibo de entero y en el oficio ********** de veintiuno de septiembre de dos mil veintitrés y original del recibo de veintiuno de septiembre de dos mil veintitrés; aparece como destinataria de los mismos la ahora actora, de ahí que cuenta con legitimación para instar a juicio. 
Tocante a las autoridades demandadas, compareció a dar contestación **********, Tesorero Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, quien para acreditar la calidad del cargo y su personalidad, en términos de lo previsto en el artículo 220, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada de su nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a fojas 49 de autos.
Respecto de las diversas autoridades demandadas - Director de Protección Civil del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, e Inspector adscrito a la Dirección de dicha dependencia-mediante proveído dictado con fecha veintitrés de enero del dos mil veinticuatro, se les tuvo por no contestando la demanda en el término legal que les fue concedido, y en consecuencia por precluido su derecho para contestar la demanda, y por afirmando los hechos de la misma, salvo prueba en contrario.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese tenor el Tesorero Municipal de San Luis Potosí, alega en lo medular la causal de sobreseimiento prevista en el artículo 229, fracción V, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dado que la Tesorería Municipal carece de competencia en materia de protección civil, debido a que dentro de la misma, no se encuentra contemplada dentro de las atribuciones conferidas a la autoridad que representa, en el artículo 81 de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado y que los comprobantes de pago de las diversas infracciones, no pueden considerarse como actos de autoridad, ya que lo único que acreditan es la existencia de actos de aplicación, lo que corresponde a la autoliquidación que realizó la actora de manera voluntaria, sin que existiera requerimiento alguno, por lo que el hecho de que reciban diversos comprobantes de pago expedidos por la Tesorería municipal, no implica que dichas actuaciones sean imputables a loa autoridad que represento, pues la única intervención fue como receptora.

Es fundada la manifestación de la enjuiciadas, ya que a la luz de los documentos en los que constan los actos impugnados, consistentes en acta circunstanciada folio **********, y resolución administrativa folio **********, visibles a fojas 14 a la 17 de autos, valorado con anterioridad, es relevante la circunstancia de que dicho acto no fue emitido por el Tesorero Municipal de San Luis Potosí, dado que no tuvo intervención directa en su emisión o ejecución, de ahí que resulte procedente determinar el sobreseimiento respecto de dicha autoridad, con fundamento en lo previsto por el numeral 229, fracción II, en relación con el diverso dispositivo 228, fracción XI, del Código Procesal Administrativo del Estado.

En ese sentido, de acuerdo a lo que ordenan los últimos párrafos de los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se precisa que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna; por lo que, en seguida se procede al estudio de los agravios que arguye la demandante en contra del acto impugnado.

QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la empresa actora en su escrito inicial de demanda se localizan a fojas de la 05 a la 13 del expediente en que se actúa, respectivamente, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos.

Resulta aplicable por analogía la tesis de jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

 “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- A juicio de la suscrita Magistrada de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, lo planteado por la parte actora en el primero de sus conceptos de impugnación del escrito de demanda, resulta esencialmente fundado, y suficiente para declarar la ilegalidad y nulidad acta circunstanciada folio **********; atentos a las consideraciones que a continuación se exponen.

La parte actora expresa substancialmente que el acto impugnado consistente en el acta circunstanciada folio **********, no se advierte que el diligenciante que levanto dicha acta contaba con facultades para hacerlo ya que únicamente asentó en el acta un número de identificación, pero nunca la mostro, además de que no señala vigencia alguna, ni fecha de expedición, además de que tampoco señala la persona y el carácter de la Oficialía mayor que se la expidió, por lo que no le otorga ninguna certeza de que el supuesto elemento adscrito al Departamento de Inspección de la Dirección de Protección Civil municipal, estuviera en aptitud para realizar dicha verificación.

Como se adelantó, a juicio de la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, lo planteado por la parte actora en el primero de los conceptos de impugnación del escrito de demanda, resulta fundado y suficiente para declarar la ilegalidad y nulidad del acta circunstanciada folio **********, de fecha 18 de septiembre del 2023, realizada al vehículo **********, placas **********, propiedad de la hoy actora, mediante la cual se estableció como medida de seguridad, poner el citado vehículo a disposición de la pensión **********; atentos a las consideraciones que a continuación se exponen.
La parte actora sostiene que el inspector que levanto la citada Acta circunstanciada,  al momento de llevar a cabo su actuación no se identificó plenamente con el hoy actor.
Al respecto en primer término, resulta pertinente establecer que el acto ahora impugnado constituye un acto de molestia según lo dispuesto por el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y para lo cual debe proceder mandamiento escrito girado por una autoridad con competencia legal para ello, en donde ésta funde y motive la causa legal del procedimiento, en consecuencia la autoridad demandada no puede soslayar la obligación de fundar y motivar debidamente el mismo, cumpliendo con las formalidades establecidas para el procedimiento respectivo.

Sirve de apoyo a lo anterior, la Jurisprudencia P./J. 40/96, cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:

“ACTOS PRIVATIVOS Y ACTOS DE MOLESTIA. ORIGEN Y EFECTOS DE LA DISTINCION. El artículo 14 constitucional establece, en su segundo párrafo, que nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho; en tanto, el artículo 16 de ese mismo Ordenamiento Supremo determina, en su primer párrafo, que nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. Por consiguiente, la Constitución Federal distingue y regula de manera diferente los actos privativos respecto de los actos de molestia, pues a los primeros, que son aquellos que producen como efecto la disminución, menoscabo o supresión definitiva de un derecho del gobernado, los autoriza solamente a través del cumplimiento de determinados requisitos precisados en el artículo 14, como son, la existencia de un juicio seguido ante un tribunal previamente establecido, que cumpla con las formalidades esenciales del procedimiento y en el que se apliquen las leyes expedidas con anterioridad al hecho juzgado. En cambio, a los actos de molestia que, pese a constituir afectación a la esfera jurídica del gobernado, no producen los mismos efectos que los actos privativos, pues sólo restringen de manera provisional o preventiva un derecho con el objeto de proteger determinados bienes jurídicos, los autoriza, según lo dispuesto por el artículo 16, siempre y cuando preceda mandamiento escrito girado por una autoridad con competencia legal para ello, en donde ésta funde y motive la causa legal del procedimiento. Ahora bien, para dilucidar la constitucionalidad o inconstitucionalidad de un acto de autoridad impugnado como privativo, es necesario precisar si verdaderamente lo es y, por ende, requiere del cumplimiento de las formalidades establecidas por el primero de aquellos numerales, o si es un acto de molestia y por ello es suficiente el cumplimiento de los requisitos que el segundo de ellos exige. Para efectuar esa distinción debe advertirse la finalidad que con el acto se persigue, esto es, si la privación de un bien material o inmaterial es la finalidad connatural perseguida por el acto de autoridad, o bien, si por su propia índole tiende sólo a una restricción provisional.

En ese sentido todo acto de autoridad, debe ajustarse a los requisitos establecidos en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que, tratándose de aquellas autoridades que practican diligencias de inspección como en el caso que nos ocupa, es incuestionable que para proteger la seguridad jurídica de los particulares, no debe soslayarse el propósito de dar a conocer al inspeccionado, cuestiones relacionadas con la personalidad, representación y competencia de quienes intervienen en diligencias de tal naturaleza.

Ahora bien, el tema de la identificación de la autoridad y la circunstanciación de ese hecho en el acta circunstanciada que se emita con motivo del ejercicio de facultades de inspección, vigilancia, verificación y/o comprobación, tiene relación inmediata con el principio constitucional de seguridad jurídica, contemplado por el artículo 16 Constitucional en sus párrafos primero, octavo y undécimo en aras de proteger el derecho a la seguridad jurídica de los gobernados, que debe regir siempre los actos de molestia de las autoridades, impidiendo con ello su actuación arbitraria o lejana al derecho.

Lo hasta aquí expuesto revela la intención de proteger la seguridad jurídica de las personas sujetas a una visita domiciliaria o una inspección ya sea de un bien mueble o inmueble, como lo es un bien inmueble, lo que es concebible, entre otras cosas, con la debida identificación de los servidores públicos que realizan estos actos de molestia, con lo cual al Gobernado se le dan a conocer cuestiones relacionadas con la personalidad, representación y competencia atribucional o delegada de quienes intervienen en esa diligencia, esto es, que en todo acto de molestia, debe privilegiarse el derecho fundamental del gobernado de su seguridad jurídica, que significa entre otras cosas, como se ha venido mencionando, que el gobernado sepa en todo tiempo quién es la autoridad que lo está molestando, lo cual lo sabrá en la medida que ésta se identifique debidamente.

En ese contexto, en relación a los requisitos que debe cumplir la debida identificación de la autoridad que realice estos actos de molestia, es de aplicación análoga la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, pues aunque trate sobre visitas domiciliarias que realicen los inspectores de la Procuraduría Federal del Consumidor.
VISITAS DOMICILIARIAS. REQUISITOS PARA LA IDENTIFICACIÓN DE LOS INSPECTORES DE LA PROCURADURÍA FEDERAL DEL CONSUMIDOR QUE LAS PRACTICAN. Los artículos 96 de la Ley Federal de Protección al Consumidor y 95 de la Ley Federal sobre Metrología y Normalización establecen, respectivamente, que las autoridades de la Procuraduría Federal del Consumidor están facultadas para realizar visitas de vigilancia y verificación, en los lugares donde se administren, almacenen, transporten, distribuyan o expendan productos o mercancías, o en aquellos en que se presten servicios, y que tales visitas se llevarán a cabo únicamente por personal autorizado, previa identificación vigente y exhibición del oficio de comisión respectivo. Del análisis de los numerales citados, en relación con el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se concluye que la identificación de los funcionarios que intervengan en la práctica de una visita domiciliaria ordenada por dichas autoridades en ejercicio de sus facultades de vigilancia y verificación, debe realizarse al inicio de la visita y ante la persona con quien se entienda la diligencia, describiéndose con claridad, en el acta respectiva, el documento mediante el cual se identifiquen y el oficio que los autoriza a practicarla y, en su caso, asentarse las fechas de expedición y de expiración de esas identificaciones, el órgano de la dependencia que las emite, el nombre y el cargo de quien las expide, así como el de la persona a cuyo favor se otorga el documento con que se identifica; asimismo, la fecha de expedición del oficio, el número que le corresponda, el órgano y el titular de la dependencia, el nombre del autorizado, la persona a quien se dirige, el lugar y el objeto de la verificación o, en su caso, entregarle al visitado copia de ambos documentos para tener la plena certeza de que quien va a realizarla está autorizado por la autoridad que emite el mandamiento y facultado para realizar el acto de molestia. “

Énfasis añadido

Así mismo es aplicable la Jurisprudencia con número de registro 175166, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que dice lo siguiente:

ACTA DE INICIO DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN MATERIA ADUANERA. REQUISITOS DE IDENTIFICACIÓN DE LA AUTORIDAD QUE PRACTICA LA DILIGENCIA RELATIVA. Los artículos 121, fracción I (vigente en 1994) y 150, fracción I (vigente en 2002) de la Ley Aduanera disponen que la autoridad aduanera que practica el reconocimiento aduanero, el segundo reconocimiento, la verificación de mercancías en transporte o las facultades de comprobación, o embargue precautoriamente mercancías en los términos previstos por dicha Ley, debe identificarse al practicar las actas de inicio del procedimiento administrativo en materia aduanera practicadas fuera del domicilio de los gobernados (reconocimiento aduanero y verificación de mercancías en transporte). Ahora bien, con el propósito de que la autoridad aduanera cumpla debidamente con la obligación de circunstanciar dichas actas, deberá hacer constar su debida identificación, describiendo el documento mediante el cual se identifica, así como el oficio que la autoriza a practicar la actuación respectiva. Para estos efectos, deberá asentar las fechas de expedición y de expiración de la credencial, el órgano de la dependencia que la emite, el nombre y el cargo de quien la expide, así como el de la persona a cuyo favor se otorga el documento con que se identifica; asimismo, la fecha de expedición del oficio u orden de verificación, el número que le corresponda, el órgano y el titular de la dependencia y el nombre del autorizado; o en su caso, agregar al acta y al tanto que se le entregue al verificado, copia fotostática de los documentos que contengan esos datos.

También es aplicable la tesis aislada, emitida por los Tribunales Colegiados, cuyos datos de localización, rubro y contenido es el siguiente.
INSPECCIÓN EN CENTROS FIJOS DE VERIFICACIÓN DE PESO Y DIMENSIONES PREVISTA EN EL ARTÍCULO 70 DE LA LEY DE CAMINOS, PUENTES Y AUTOTRANSPORTE FEDERAL. REQUISITOS QUE DEBEN CONSTAR EN LA BOLETA DE INFRACCIÓN QUE AL EFECTO SE LEVANTE EN CUANTO A LA DEBIDA IDENTIFICACIÓN DEL SERVIDOR PÚBLICO COMISIONADO PARA PRACTICARLA.

El artículo 70 de la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal establece la facultad de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, a través de los servidores públicos comisionados, de inspeccionar o verificar en centros fijos de verificación de peso y dimensiones que opera la propia secretaría, que los vehículos de autotransporte federal, sus servicios auxiliares y transporte privado, cumplan con el reglamento y las normas oficiales mexicanas relativos. Así, del análisis del citado precepto, armonizado con el derecho fundamental de seguridad jurídica que tutela el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a fin de dar certeza legal al gobernado y evitar, en consecuencia, la actuación discrecional de la autoridad administrativa al llevar a cabo la diligencia de inspección, en la boleta de infracción que al efecto se levante debe hacerse constar la debida identificación del servidor público comisionado que la practique, a través de la descripción clara tanto del documento mediante el cual se identifica como del oficio que lo comisiona a realizarla. Para esos efectos, habrán de asentarse las fechas de expedición y de expiración de la credencial, el órgano de la dependencia que la emitió, el nombre y el cargo de quien la expidió, así como el de la persona a cuyo favor se otorga; asimismo, la fecha de expedición del oficio comisión, el número que le corresponde, el órgano y el titular de la dependencia y el nombre del autorizado, o en su caso, agregar a la boleta de infracción y al tanto que se le entregue al particular, copia fotostática de los documentos que contengan esos datos, para que tenga plena certeza de que quien realizó la inspección está autorizado por la autoridad que emitió el oficio de comisión y facultado para efectuar el acto de molestia.

Conforme a los criterios de Sala y de los Tribunales Colegiados antes transcritos, respecto a la identificación de la autoridad, como elemento indispensable para tutelar el principio de seguridad jurídica a favor de los gobernados, que debe plasmarse en las actuaciones de la autoridad; se considera que la circunstanciación plasmada en las actas en que conste la actuación de la autoridad debe describir con claridad el documento con el cual se identifica el servidor público que la levanta, precisando los siguientes datos a saber:

a) El documento mediante el cual se identifica;

b) La fecha de expedición y expiración de dicho documento;

c) El nombre y cargo de quien lo expidió, así como el órgano de gobierno de que se trate;

d) El nombre de la persona a favor de quien se expidió.

Establecido lo anterior, debe tenerse en consideración  que tratándose de las funciones de inspección que realiza la Dirección de Protección Civil Municipal, el artículo 265 del Reglamento de Protección Civil del Municipio de San Luis Potosí, establece que los inspectores o el personal habilitado, para realizar las funciones de inspección, están constreñidos a portar su identificación oficial y la orden emitida por el funcionario competente, para realizar la inspección que les sea encomendada. Normativo legal en referencia que dice textualmente lo siguiente.

Artículo 265.- Al iniciar la visita, el personal deberá exhibir credencial vigente con fotografía, expedida por la instancia correspondiente del Gobierno Municipal, que lo acredite para desempeñar dicha función, misma que deberá portar en lugar visible, así como la orden aludida en el Artículo 251 del presente Reglamento, de la que deberá dejar copia al propietario, responsable, encargado u ocupante del inmueble, establecimiento o vehículo.

Del análisis del citado numeral, en relación con el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se concluye que la identificación de los funcionarios que intervengan en la práctica de una diligencia de inspección ordenada por dichas autoridades en ejercicio de sus facultades de vigilancia y verificación, debe realizarse ante la persona con quien se entienda la diligencia, para tener la plena certeza de que quien va a realizarla está autorizado por la autoridad que emite el mandamiento y facultado para realizar el acto de molestia y por ende constituye una obligación a cargo de la autoridad verificadora el identificarse plenamente en los actos que emite, con la finalidad de no transgredir las garantías de los particulares. 

Vinculado con lo anterior los artículos 199 y 200, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, aplicable al acto impugnado de conformidad con lo dispuesto en el artículo 163 del Código Procesal Administrativo para el Estado, señalan lo siguiente:

“ARTÍCULO 199. Al iniciar la visita, el inspector o verificador deberá exhibir credencial vigente con fotografía, expedida por la autoridad competente que lo acredite para desempeñar dicha función, así como la orden expresa a la que se refiere el artículo 197 de este Código, de la que deberá dejar copia al propietario, responsable, encargado u ocupante del establecimiento.”

“ARTÍCULO 200. De toda visita de inspección y verificación se levantará acta circunstanciada, en presencia de dos testigos propuestos por la persona con quien se hubiere entendido la diligencia o por quien la practique si aquélla se hubiere negado a proponerlos.

De toda acta se dejará copia a la persona con quien se entendió la diligencia, aunque se hubiere negado a firmar, lo que no afectará la validez de la diligencia ni del documento de que se trate, siempre y cuando el inspector o verificador haga constar tal circunstancia en la propia acta.”

De los preceptos anteriormente transcritos se desprende la obligación que tiene todo servidor público de identificarse ante el ciudadano, con la finalidad de que éste pueda cerciorarse de que el funcionario cuenta con la facultad correspondiente, es decir, que tratándose de las visitas de inspección y verificación; al iniciar la visita el inspector o verificador deberá exhibir credencial vigente con fotografía, expedida por la autoridad competente que lo acredite para desempeñar dicha función, así como la orden expresa, de la que deberá dejar copia al propietario, responsable, encargado u ocupante del establecimiento, lo que comprende que el requisito de identificación, se instaura como inherente a todos los servidores públicos que ejerzan facultades de comprobación, verificación, inspección y vigilancia, pues ésta resulta ser indispensable a efecto de considerar cumplido el principio de seguridad jurídica tutelado por el artículo 16 Constitucional.
En ese contexto,  mediante la circunstanciación de cómo se identificó el funcionario o autoridad que practica una diligencia, se conoce la calidad y facultades que permiten tener la certeza jurídica de que aquél forma parte del Departamento de Inspección de la Dirección de Protección Civil municipal y que está legalmente facultado para realizar funciones de Inspección en delegación de la autoridad competente para ello, así como también, se tiene la certeza de que cuenta con competencia para  actuar conforme lo hizo en el acto impugnado, pues se reitera sólo así se genera la certeza jurídica de que la actuación se llevó a cabo de manera legal por quien cuenta con competencia y facultades para ello. 

Sirve de apoyo a lo anteriormente expuesto, el criterio que se considera aplicable por analogía y que dice: 

 “VISITAS DOMICILIARIAS. IDENTIFICACION DE LOS AUDITORES FISCALES, SU NECESIDAD Y ALCANCE. Tratándose específicamente de autoridades que practican diligencias de auditoría fiscal, es incuestionable que la protección de la seguridad jurídica de los gobernados plasmada en el artículo 44, fracción III, del Código Fiscal de la Federación, tiene el propósito de dar a conocer al visitado, cuestiones relacionadas con la personalidad, representación y competencia atribucional o delegada de quienes intervienen en diligencias de naturaleza tal y precisamente emanada, en parte esa necesidad de identificación, de la obligación legal de proteger al visitado en sus garantías individuales, ya que estas prácticas de inspección o visita pueden derivar una posibilidad de afectación a los intereses jurídicos de aquél; por lo que mediante la identificación del funcionario o autoridad que practique la diligencia, se conoce su calidad o características personales (personalidad), la certeza de que aquél representa a un órgano gubernativo que está legalmente facultado para ordenar o realizar representando al Estado, las funciones propias de autoridad que se le encomiendan por la ley (representación); y finalmente, que a su vez tienen facultades (cuestión de competencia) bien propias, o bien delegadas (con base, en el caso, en una orden de visita) para practicar legalmente las diligencias propias, en mención. Por lo que, así las cosas, no basta que en el acta que se levante al efecto, simplemente se diga que "el personal actuante se identificó ante el visitado", mediante la credencial relativa, máxime si se tiene en cuenta, asimismo, lo dispuesto por la fracción I del artículo 46 del Código Fiscal de la Federación, en lo referente a la forma en que deben practicarse dichas diligencias, de lo que se sigue que la identificación cuestionada, por ser un hecho que las integra, debe hacerse constar en forma detallada.

Consecuentemente, para que se considere que el funcionario que realizó el acto de molestia se identificó plenamente, resulta concluyente para esta Sala Unitaria que conforme a los criterios antes transcritos, deben quedar asentados en el acta correspondiente todos los datos relativos a la identificación, tales como el documento mediante el cual se identificó, las fechas de expedición y expiración de la identificación, el nombre y cargo de quien expidió el documento identificatorio, el órgano de gobierno municipal o estatal que lo expidió y el nombre de la persona a favor de quien se expidió, o en su caso que a la acta que se levante, se anexe copia de la identificación, de la cual se desprendan los datos ya mencionados. 

De lo que se sigue que es ineludible para el personal que realiza una inspección, llevar a cabo la circunstanciación, en el acta correspondiente, de la forma en cómo fue que se identificó ante el particular inspeccionado señalando en ella los datos relativos no sólo de los documentos con que se ostentó al momento de iniciar la verificación correspondiente, sino que en realidad fue con los que se identificó plenamente ante el particular, para considerar debidamente cubierto el requisito establecido en el artículo 199, del multicitado Código Procesal, en virtud de que, de la fracción VII del artículo 201, del mismo ordenamiento legal se desprende la obligación de hacer constar los datos relativos a la actuación, tal como es la forma en que se identificó con el particular inspeccionado, pues ante la falta de cualquiera de los requisitos, se incurriría en una violación grave en contra del derecho a la seguridad jurídica del Gobernado, dado que no tendría la certidumbre de la representación, competencia y personalidad de la persona que realiza el acto de molestia. 
Ahora bien, en el caso que nos ocupa obra agregada autos a fojas 14, 15 y 15 bis del expediente en que se actúa, la documental con firmas autógrafas, consistente en acta circunstanciada folio **********, de fecha 18 de septiembre del 2023, realizada por ********** (ILEGIBLE), al vehículo **********, placas **********, propiedad de la hoy actora, mediante la cual se estableció como medida de seguridad, poner el citado vehículo a disposición de la pensión **********; cuya imagen se digitaliza a continuación.
(Imagen Digitalizada)
De la simple lectura, de la parte correspondiente del acta impugnada se desprende que para el inicio del levantamiento de la referida acta el funcionario que realizo la función de inspección de nombre **********cuyo apellido se encuentra ilegible, señaló encontrarse en la Ciudad de San Luis Potosí, a las 11:00 horas con treinta minutos, del día dieciocho de septiembre del dos mil veintitrés,  en su carácter de Personal adscrito al Departamento de Inspección de la Dirección de Protección Civil municipal, y como apoyo de su actuación señaló además de la identificación número **********; el oficio de comisión número **********, emitido el 18 de septiembre del 2023, sin señalar la persona y cargo de quien le suscribió el citado oficio, además de que no obstante que alude a una credencial, no precisa la fecha de expedición de la misma, ya que únicamente señala que la misma se encuentra vigente. 
En ese orden se advierte que como lo refiere la parte actora, al levantar el acta circunstanciada folio **********, de fecha 18 de septiembre del 2023, realizada por ********** (ILEGIBLE), al vehículo **********, placas **********, el C. ********** cuyos apellidos se encuentran ilegibles, se identificó como Personal adscrito al Departamento de Inspección de la Dirección de Protección Civil municipal, sin que acreditara contar con la credencial y el oficio expedido por la autoridad competente en el que se le habilitara con dicho cargo para realizar la visita de inspección y verificación que se controvierte.
De esta manera, se advierte que el servidor público que levanto el “acta circunstanciada folio **********,” fue totalmente omiso en cumplir con la obligación de identificación al momento en que se realizó el acto administrativa, conforme a lo previsto en el artículo 265 del Reglamento de Protección Civil del Municipio de San Luis Potosí, conforme al cual los inspectores o el personal habilitado, para realizar las funciones de inspección, están constreñidos a portar su identificación oficial y la orden emitida por el funcionario competente, en relación con el numeral 199 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
En ese tenor, no basta que el demandado señalara de manera muy sucinta que procedió a identificarse como Personal adscrito al Departamento de Inspección de la Dirección de Protección Civil municipal, pues al ser el “Acta Circunstanciada” el único documento en donde se puede corroborar que en la actuación correspondiente se siguieron los lineamientos establecidos para llevar a cabo ese tipo de actuaciones, tales como los establecidos en el artículo 199 del multicitado Código que establece la obligación de identificarse plenamente ante el inspeccionado, impera la obligación de plasmar en dicha acta los datos precisos.
Vinculado a lo anterior debido a que las demandadas -Director de Protección Civil del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, e Inspector adscrito a la Dirección de dicha dependencia- no dieron contestación a la demanda, dio lugar a que se tuviera por actualizada la presunción de certeza de los hechos no contradichos con prueba alguna y se tuvo por contestada la demanda afirmativamente conforme a lo previsto en el artículo 241 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, cuyo contenido es el siguiente:

ARTÍCULO  241.  Si  la  parte  demandada no  produce  su contestación  dentro  del  término  legal,  la Sala,  de  oficio, declarará  la preclusión  del derecho  correspondiente,  teniendo por contestada la demanda en sentido afirmativo salvo prueba en contrario. En este supuesto,  la Sala dará vista al superior jerárquico, a la Contraloría  General del Estado, o bien, al Congreso  del Estado, según corresponda,  para determinar responsabilidades  al funcionario  o autoridad  demandada.  

Si al producir en tiempo la contestación  de la demanda, la parte demandada no se refiere a todos y cada uno de los hechos de la misma, los omitidos se considerarán presuntivamente ciertos, salvo prueba en contrario.  De lo cual también se actuará en consecuencia, para los efectos precisados  en el párrafo  precedente. 

Para los efectos  de este artículo, el Tribunal establecerá una base de datos que  permita a las  autoridades señaladas, conocer los Acuerdos de referencia.

Por lo tanto, toda vez que el personal actuante omitió circunstanciar los elementos de identificación en el “acta circunstanciada folio **********”, combatida que culminó a su vez la puesta a disposición de la pensión **********, el vehículo **********, placas **********, se contravinieron los principios constitucionales y legales aplicados que garantizan la seguridad y certeza jurídica del gobernado, que trasciende a las defensas del particular.

Lo anterior con sustento en el criterio de los Tribunales Colegiados de Circuito, cuyos datos de localización rubro y contenido es el siguiente.

VISITAS DE INSPECCION PARA VERIFICAR EL CUMPLIMIENTO DE LEYES O REGLAMENTOS MUNICIPALES. EN LAS ACTAS QUE SE LEVANTEN CON ESE MOTIVO, DEBEN PRECISARSE EN FORMA DETALLADA LOS DATOS DE LA ORDEN RESPECTIVA, ASI COMO LOS MEDIOS QUE EL INSPECTOR UTILIZO PARA IDENTIFICARSE.
De conformidad con lo dispuesto por el artículo 16 constitucional cuando las autoridades administrativas practiquen una visita domiciliaria para cerciorarse que se ha cumplido con una determinada ley o reglamento municipal, es necesario que se sujeten a las formalidades prescritas para los cateos, es decir, deberán de levantar un acta en la que señalen en forma circunstanciada los hechos u omisiones que se hubiesen suscitado al practicarse la susodicha visita. Ahora bien, para dar cabal cumplimiento al artículo de la ley suprema invocada, resulta indispensable que en el acta de verificación que se realice con motivo de la visita, se establezcan en forma pormenorizada los datos de la orden que autorizó a practicar esta última, señalando igualmente quién fue la autoridad que la emitió para que así el particular esté en aptitud de determinar si el acto de molestia fue emitido o no por autoridad competente, asimismo, en el acta de la visita domiciliaria, el visitador tiene la obligación de asentar en forma detallada cuáles fueron los medios que utilizó para identificarse ante el visitado, para que a su vez éste se encuentre en la posibilidad de cerciorarse si la persona que practica la verificación, es la misma que se encuentra autorizada para ello, por lo tanto si en el acta correspondiente no se hicieron constar todas estas circunstancias, es evidente que la misma resulta ilegal y violatoria de las garantías individuales del particular…”

“VISITAS DOMICILIARIAS. LOS VISITADORES QUE INTERVENGAN DEBERÁN CONTAR CON IDENTIFICACIÓN VIGENTE TANTO AL INICIO DE LA VISITA COMO DURANTE TODO EL PROCEDIMIENTO. No basta que la visitadora se hubiere identificado plenamente y a satisfacción del contribuyente con credencial vigente cuando se realizó el acta parcial de inicio, porque si el lapso de vigencia feneció durante el desarrollo de la visita fiscal que se estaba practicando y, no obstante ello, dicha visitadora continúa solicitando información y documentación al contribuyente, se hacía necesario que ésta hubiera acreditado plenamente que continuaba en su encargo como empleada de la autoridad fiscal, para garantizar la debida seguridad jurídica al particular, en exacto cumplimiento del artículo 44, fracción III, del Código Fiscal de la Federación y de la tesis 6/90 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página 135 del Tomo VI, Primera Parte, julio a diciembre de 1990, Octava Época del Semanario Judicial de la Federación, de rubro: "VISITAS DOMICILIARIAS. REQUISITOS PARA LA IDENTIFICACIÓN DE LOS INSPECTORES QUE LAS PRACTICAN.", sin que sea dable que con posterioridad y en la contestación de la demanda la autoridad pretenda justificar, con un informe interno, la vigencia del nombramiento del visitador, porque este documento no fue del conocimiento del contribuyente al momento de los hechos impugnados y no corresponde a la autoridad subsanar los errores con posterioridad a ellos…”

En razón de lo antes expuesto y al quedar demostrado que al momento del levantamiento del acta impugnada se violó lo dispuesto en los artículos 265 del Reglamento de Protección Civil del Municipio de San Luis Potosí, 164 fracciones I del Código Procesal Administrativo para el Estado y V, 165 fracción I, del mismo Código, así como también el artículo 199 del citado Código Procesal Administrativo para el Estado, pues con tal actuación se dejó en estado de indefensión al actor al no encontrase acreditado que la autoridad demandada contaba con facultades para actuar en la forma en que lo hizo, pues no se identificó de manera plena y adecuada, en consecuencia, de conformidad con lo establecido en la fracción I y II del artículo 250 y 251 del mencionado Código resulta procedente declarar la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acta circunstanciada folio **********, de fecha 18 de septiembre del 2023, realizada al vehículo **********, placas **********, por lo que se decreta su NULIDAD dejándola sin efecto legal alguno.
En ese orden de ideas, misma suerte siguen las actuaciones y consecuencias que tuvieron como origen el acta circunstanciada folio **********, de fecha 18 de septiembre del 2023, realizada al vehículo **********, placas **********, que ha sido declarada nula, como lo es:
a) La resolución administrativa N° **********, expedida con fecha 20 de septiembre de 2023, por el Director de Protección Civil Municipal, mediante la cual se establecieron diversas sanciones a la hoy actora.
b) Los pagos erogados con motivo de la sanción impuesta en la resolución administrativa N° ********** que constan en los recibos de entero siguientes:

********** por la cantidad de ********** 
********** por la cantidad de **********, 
********** por la cantidad **********
********** por la cantidad de **********
********** por la cantidad de ********** 
********** por la cantidad de ********** y 
********** por la cantidad de **********.
c) El pago erogado por concepto de **********., que consta en el recibo expedido por la citada persona moral, con fecha veintiuno de septiembre de dos mil veintitrés, por la cantidad de **********.
Sirve de apoyo a esta consideración, la Jurisprudencia sustentada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, publicada en el Informe de Labores del año de 1979, rendido por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, páginas 39 y 40, cuyo tenor es el siguiente:

“FRUTOS DE ACTOS VICIADOS.- Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darle valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechados por quienes las realizan, y por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal”.

Por consiguiente y toda vez que conforme a lo previsto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se establece que en caso de ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca; por lo que se ordena a la demandada, le sea reintegrado al actor la cantidad consignada en los recibos de entero números: **********, así como el pago erogado por concepto de **********., que consta en el recibo expedido por la citada persona moral, con fecha veintiuno de septiembre de dos mil veintitrés, por la cantidad de **********.

De acuerdo a lo que establece el artículo 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí que dice que, cuando cause ejecutoria la sentencia definitiva, la Sala prevendrá a la autoridad demandada, o bien, a la autoridad que deba cumplirla, para que dentro del término de diez días informe sobre su cumplimiento, por lo que entonces, ésta Sala Unitaria previene a la autoridad demandada a efecto de que informe sobre el cumplimiento dado a la presente sentencia una vez que ésta cause ejecutoria.   

En virtud de las conclusiones alcanzadas, y toda vez que ya se declaró la nulidad de la boleta impugnada en el presente juicio; resulta innecesario analizar los restantes argumentos que hace valer la parte actora en su escrito inicial de demanda, sin que ello sea violatorio de los principios de exhaustividad y congruencia, toda vez que su estudio no irrogaría un mayor beneficio a la demandante que el obtenido en los términos de este fallo. Refuerza lo anterior, la jurisprudencia 1.2o.A. J/23, sentada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, correspondiente a la Novena Época, Tomo X, de agosto de 1999, página 647, cuyo rubro, texto y precedentes señalan:

"CONCEPTOS DE ANULACIÓN. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR. La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la Litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia."

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, fracciones I y V, 9º, fracción III, 35, fracción VIII y 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los diversos 217, 248, 249, 250, fracción I y II, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- La parte actora sí probó los extremos de su acción, en consecuencia;
TERCERO.- Se declara la ilegalidad, invalidez y nulidad lisa y llana del acta circunstanciada folio **********, de fecha 18 de septiembre del 2023; así como de los que tuvieron origen en la misma, como lo es la resolución administrativa N° **********, expedida con fecha 20 de septiembre de 2023 y sus consecuencias; por lo que se les deja sin efecto legal alguno, de acuerdo a las razones y para los efectos vertidos en el considerando Sexto de esta sentencia.

CUARTO.- Con copia debidamente certificada de la presente resolución, notifíquese personalmente al actor y por correo a las demandadas 

Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe. RUBRICAS.

“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”
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